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En agosto del año 2017 el Parlamento Europeo presentó una Propuesta de Resolución sobre 
noticias falsas a través de la cual se pedía a la Comisión Europea que afrontara la 
creación de marcos legislativos destinados a las noticias falsas y a la incitación al odio, 
que incluyeran responsabilidades de quienes gestionan las plataformas en línea. 
Hablamos de unos marcos que deben ser compatibles con la libertad de expresión pero 
que no eximan a los proveedores de los controles pertinentes y técnicamente posibles.

La regulación de los discursos de odio no implica tener que limitar la libertad de expresión, 
pero sí que plantea la necesidad de establecer ciertos límites, con el objetivo de proteger 
otros derechos fundamentales, como el derecho a la igualdad o a la dignidad. Las 
casuísticas que pueden abrir la posibilidad de condicionar la libertad de expresión 
incluyen tanto leyes como decisiones y actuaciones políticas que determinen límites 
justificados, proporcionales y razonables. En consecuencia, cualquier restricción siempre 
debe contar con una base jurídica constitucional suficientemente motivada; además, las 
los mecanismos y actuaciones destinados a acotar posibles excesos y/o limitaciones de 
ciertas opiniones o ideas publicadas en la red deberían ser los mismos que se aplican 
fuera de ella, aunque en el marco legislativo se hayan producido algunas novedades en el 
ámbito de la expresión y la difusión de algunos contenidos específicos de las redes 
sociales. Se hace referencia, por consiguiente, a reformulaciones legislativas que siempre 
tendrán que acatar los derechos y deberán planificar estructuras cimentadas en los 
parámetros de medida de los contenidos (siempre en consonancia con el artículo 19 (3) 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que determina que una 
restricción a la libertad de expresión debe estar recogida por ley, y que esta restricción 
siempre tiene que ser estrictamente necesaria y proporcionada).

A la estela de todo ello, teniendo en cuenta el recorrido de propuestas y/o la concreción 
de resoluciones etc. que ha llevado a cabo la Unión Europea en los últimos años, recogidas 
en el informe Los discursos de odio: libertad de expresión, redes sociales y esfera pública, 
se proponen las recomendaciones siguientes: 

• Proponer vías para establecer marcos de actuación/regulación consensuados para 
que las plataformas, los medios y las organizaciones puedan afrontar la propagación 
de informaciones falsa en línea.

• Fomentar la educación mediática con medidas tales como: 

- Determinar las necesidades del alumnado, que se encuentra inmerso en la sociedad 
del conocimiento digital, necesidades en lo que corresponde a la información, el 
análisis, los usos y la producción de contenidos, formatos y medios.

- Promover estrategias de vinculación afectiva con el alumnado que condicionen su 
mirada hacia las nuevas formas de generar, compartir y socializar el conocimiento.

- Diseñar acciones de alfabetización mediática e informacional para la vida cotidiana 
con un sello recreativo, insertado en acciones de ocio y en la galaxia digital.

- Planificar experiencias de aprendizaje para ser implementadas en el contexto 
educativo y que faciliten la constitución de la competencia mediática en el 
alumnado.
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- Establecer practicas escolares que describan las nuevas formas de compartir tanto 
el conocimiento como la información, y que se encuentran en consonancia con las 
demandas de la sociedad actual.

- Analizar la interactividad como a estrategia narrativa en les redes digitales.

- Conocer las estrategias narrativas inherentes a los medios digitales, así como les 
diferentes vías que tenemos para relacionarnos con ellas.

• Establecer acciones de apoyo a la diversidad y sostenibilidad del ecosistema de 
medios/esfera digital por parte de la Unión Europea, que debería aportar partidas 
económicas para tales acciones.

• Fomentar las vías que hagan posible proporcionar estrategias de fact-checking a la 
ciudadanía. En este sentido, se hace necesario la creación de una red europea de 
verificación compuesta por miembros de la International Fact-checking Network

• Introducir reformas legislativas para evitar que las webs que publican informaciones 
falsas puedan albergar publicidad. En este sentido, conviene recordar la necesidad de 
reforzar la capacidad de los sistemas judiciales para afrontar el tema de los delitos de 
odio, así como la formación de las personas que ejercen como jueces, fiscales, etc.

• Establecer mecanismos para poder llevar a cabo el reclamo de una mayor 
transparencia en el funcionamiento de los algoritmos que (re)difunden estas 
informaciones falsas.

• Abordar la cuestión de los discursos de odio como si se tratara de discursos sociales, 
puesto que toda manifestación de odio es consecuencia de procesos de creación 
inscritos en la historia y condicionados por aspectos de diversa índole.

• Desarrollar marcos de actuación que exijan a las plataformas mostrar información y 
herramientas para que las personas usuarias tengan la capacidad de tomar 
decisiones referidas a los servicios digitales que estén usando. En la misma línea, las 
plataformas deben responder ante las partes interesadas significativas, las personas 
usuarias, el sector y el sistema regulador en la implantación de sus condiciones de 
servicio y las políticas de contenido.

• Articular mecanismos para que los sistemas reguladores tengan la potestad de 
encargar investigaciones de revisión de terceros, especialmente en aquellos casos en 
los que se tengan indicios que pongan en duda el funcionamiento correcto o el 
enfoque de cualquier plataforma o tecnología emergente.

• El contexto digital necesita incluso ir más allá de concreciones jurídicas, puesto que 
requiere extrapolar al ámbito algorítmico los fundamentos democráticos; en este 
sentido, hay que reforzar marcos de actuación como el anunciado el año 2021 por el 
Gobierno de España: la creación de agencias encargadas del control de las 
plataformas y de la inteligencia artificial.

 

Se trata de un conjunto de recomendaciones que, al fin y al cabo, se engloban en el 
propósito de promover un ecosistema comunicativo digital basado en la transparencia, 
que otorgue relevancia a la información de calidad, que proporcione herramientas para 
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localizar la desinformación y que pueda ir estableciendo mecanismos para proteger la 
democracia y para facilitar los procesos de cambios legislativos. En cierta manera, el año 
2017 Alemania ya inició este proceso, cuando aprobó la Ley de Redes, la llamada 
localmente como NetzDG y globalmente como Network Enforcement Act.   En ella se 
determinaban unos parámetros de responsabilidad de las plataformas respecto a los 
contenidos que hay en ellas, la ley incluso explicita los criterios que deben servir para 
describir los contenidos que se consideren irregulares y concreta franjas de tiempo para la 
eliminación de contenidos considerados ilegales.

El sustrato del marco regulatorio alemán enfatiza una actuación en el ámbito digital de los 
modelos de supervisión tradicional (basados en el control y la vigilancia del discurso); esta 
visión de gobernanza del discurso propone unas pautas de control de las redes centradas 
en la colaboración entre estamentos de vigilancia estatales y privados sobre el discurso 
online.

Sin embargo, y como última recomendación, conviene poner de relieve que sería 
interesante instar a las administraciones públicas a planificar estructuras enmarcadas 
fuera de la justicia penal, estrategias y planes de acción en los que la comunidad se 
involucre en situaciones de resoluciones de conflictos extrajudiciales en las cuales 
coparticipen las partes involucradas.


